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			A mis viejos, que me hicieron quien soy, 
y a mis hijos, que me transformaron 
como lo hacen las grandes pasiones.

			A mis hermanos, mis sobrinos, mi familia, 
que son el surco de amor de mi historia.

			A mis amigos, la incondicionalidad que se elige. 

			A mis compañeros de lucha, que me enseñan
 día a día la construcción colectiva.

			A los sin voz, que solo se hace audible cuando 
se organiza colectivamente.

		


		
			PRÓLOGO

			Este libro no está dirigido al círculo que integra la ciencia jurídica ni pretende ser un instrumento académico. Este libro tiene por propósito recuperar —o inaugurar— el derecho como herramienta de conquistas y organización popular, instrumento de convivencia social y límite a los poderes fácticos, que son aquellos que no precisan del derecho para vivir con dignidad. Tiene como finalidad, también, ser un medio de reflexión para dimensiones de la vida cotidiana dependientes del mundo jurídico y que en la actualidad aún resultan incuestionables. 

			Entendemos por derecho el conjunto de normas válidas que regulan la vida en sociedad, los principios no escritos que las nutren y los valores jurídicos. 

			Por principios entendemos las líneas directrices, las ideas fuerza de las normas que les dan contenido, sentido y finalidad; por ejemplo, el principio de inocencia, que —además de estar contenido en el art. 18 de la Constitución Nacional— impregna el derecho penal en toda su extensión, o la justicia social incorporada en el art. 14 bis de esa ley fundamental y que insufla el derecho social argentino.

			Por valores jurídicos entendemos cualidades o principios que externamente direccionan las normas, son fuente de las leyes materiales y fundan los principios. Son el entramado de toda sociedad, sean considerados universales o no. (1)

			En la tarea que se propone esta obra —por honestidad intelectual y respeto a la ilación que presuponen las consecuencias a las que arribo—, es indispensable sentar las siguientes columnas conceptuales:

			a. El derecho como conjunto de normas, principios y valores es un producto social; por oposición, no es la resultante de un acontecimiento natural ni la consecuencia de dogmas divinos. Todo lo que hoy es un derecho antes, con seguridad, fue un delito o simplemente un acto prohibido.

			b. El derecho es un discurso, un texto, y como tal es susceptible de interpretación. Su significación no es pétrea, dependen del sentido y noción predominantes. Esto no significa que pueda tener acepciones antagónicas, pero sí que su contenido —como todo discurso— depende de la interpretación. Un ejemplo paradigmático actual es el derecho humano a la libertad. No denota lo mismo hoy que hace doscientos años.

			Esta conclusión resulta del carácter social de todo orden jurídico y del lenguaje, así como del monopolio en la interpretación de ese derecho. Por imperio de la Constitución nacional la exclusividad de esa actividad interpretativa la tiene el Poder Judicial.

			Este axioma vertebral del libro me llevó a su propósito, tal vez pretencioso pero no menos necesario. La concepción críptica y la voluntaria reducción del saber jurídico reservado a las usinas académicas apartaron el derecho de sus destinatarios: las personas en su singularidad y el pueblo en su expresión colectiva.

			c. La aceptación del conflicto como elemento estructural e inescindible de una sociedad que proyecta, a gran escala, el del sujeto en sí mismo.

			Sin reconocimiento de la existencia de conflictos diversos, de la emergencia de disputa de intereses que atraviesa toda convivencia social, las normas van a consolidar la pervivencia del interés más poderoso naturalizando ese estado de cosas. 

			Sin embargo, si se asume el conflicto y los intereses diferenciados en pugna, la ley viene a mediar la problemática, institucionalizando la disputa para resolver la situación concreta.

			Las normas procuran intermediar y componer esas colisiones de intereses, pero no negarlos. De igual modo con el límite a los poderes económicos, políticos, mediáticos, o de otra índole.

			Negar el conflicto implica habilitar la vía de resolución clandestina de esos mismos y da paso al uso de la fuerza o la prevalencia e imposición del poder del más fuerte.

			d. El fin del derecho —o el sistema de normas, valores y principios— no se limita a lograr la convivencia pacífica entre las personas, sino también a paliar las desigualdades estructurales para alcanzar la libertad, la igualdad y la justicia social. Decimos estructurales porque no obedecen a un orden natural ni a las leyes físicas, sino al efecto o consecuencia de una estructura económica, social y política. En otras palabras, esas desigualdades no se explican por la “esencia” del sistema, sino por causas de esa naturaleza.

			e. Las críticas, fisuras e ineficiencia del sistema actual de justicia y la cosmovisión del derecho no pretenden negar la función del Poder Judicial y el orden normativo en toda sociedad democrática, sino jerarquizarla, resignificarla y revalorizarla.

			Este libro no es ni pretende ser un reglamento del sentido común de la academia que crea conciencia jurídica universalizante con ropaje de objetividad, velando la discrecionalidad propia de todo saber situado.

			La finalidad última de esta obra es constituir una herramienta conceptual para abrir la discusión jurídica a la ciudadanía sobre las reglas que regulan su convivencia, consagran sus derechos e imponen sus obligaciones desde una perspectiva popular y, también, la materialización del modo en que las personas se piensan en comunidad y se organizan popularmente.

			Quien precisa la complejización para encriptar un mensaje pretende la apropiación de un conocimiento central para la conservación de sus intereses. La deconstrucción de esa complejidad procura que la apropiación esté puesta al servicio de la necesidad de los pueblos para rediscutir un instrumento que, hace tiempo, está en manos de un séquito cerrado y minoritario de autopercibidos entendidos.

			
				
					1- La axiología jurídica se refiere al conjunto de valores que expresan la justicia.

				

			

		


		
			
1. 
UN POCO DE HISTORIA  PARA PENSAR EL PRESENTE.  EL ESTADO MODERNO,  SUS PODERES CONSTITUIDOS  Y EL DERECHO 

			Asistimos a un momento histórico en el que los tres poderes que conforman el Estado moderno evidencian, en distintas proporciones, una grave crisis de legitimidad. El Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial están en un proceso de cuestionamiento generalizado.

			Esa ausencia de legitimidad —y la crisis— derivan en una clara falta de aprobación y sostén de las mayorías, así como en la carencia de credibilidad en la función del Estado, esos poderes que lo conforman y el cumplimiento de sus fines.

			Esa falta entraña inexistencia de confianza en el Estado como estructura jurídicamente organizada para procurar la coexistencia pacífica y la vida con dignidad, además de los objetivos nacionales inscriptos en el preámbulo de la Constitución nacional.

			En lo que aquí concierne, el foco va a estar puesto en la crisis, la falta de legitimidad e ineficiencia en el cumplimiento de los propósitos del Poder Judicial —aunque se vincule con las mismas circunstancias en los restantes poderes del Estado— y en el debilitamiento del derecho como instrumento de organización, proyección de concepción filosófica colectiva, convivencia social y resolución de conflictos.

			Como mencioné, la ley tiene por función organizar la coexistencia y la paz social, con arreglo a determinados principios, normas y valores, asegurando derechos y su plenitud efectiva. Cuando nos referimos a la ley incluimos su aspecto formal, es decir, toda norma emanada del congreso dictada según el proceso establecido en la Constitución nacional, y su dimensión material, esto es, toda norma surgida de autoridad competente como los decretos emanados del poder ejecutivo o las resoluciones provenientes de los ministerios que lo conforman. Sin embargo, el derecho es también refractario de un sistema filosófico que caracteriza a una sociedad determinada. No siempre fue de este modo.

			Tal como refieren Martín Haissiner y Marcos Aldazabal: “Las raíces de nuestro ordenamiento jurídico pueden buscarse en tiempos inmemoriales, desde el Código de Hammurabi hasta las 12 tablas”. (2) 

			Previo al sistema de organización jurídica estatal como lo conocemos, en el medioevo quien ejercía el poder soberano solo estaba sometido a su voluntad y discreción. La ley formal y material en cuanto límite al poder del soberano y como proyección de la voluntad del pueblo es un producto del constitucionalismo moderno.

			Al decir de Haissiner y Aldazabal, el constitucionalismo moderno “busca superar un elemento distintivo respecto del constitucionalismo antiguo, la oposición entre el soberano y la ley”. (3) 

			Es decir, antiguamente era el monarca la fuente de aparición de la ley; desde la emergencia del Estado moderno es la voluntad popular.

			Tenemos que distinguir entre el pensamiento continental proveniente de Europa y el pensamiento inglés. La Carta Magna de Juan sin Tierra del año 1215 representó “una primera concesión de la monarquía al resto de la nobleza bajo el supuesto efectivo de que el rey es un primus inter pares”. (4) Juan de Inglaterra fue un monarca que reinó entre 1199 y 1216 en Inglaterra.

			El brocal que dejó la religión debía ser ocupado por otro orden: “Vista la deserción del dogma religioso y de la metafísica como soberanía popular, solo desde el ámbito de la ciencia positiva se podía rastrear un nuevo orden con otro tipo de fundamentos y registros, y que estaba sujeto a ley, al igual que la física. A medida que la teología deserta del campo de la justificación de lo social en todas sus líneas desde las ciencias teológicas hasta la filosofía teológica, lo que queda liberado y está sin control son las normas, las costumbres, los valores sociales; lo que en definitiva establece de qué manera deben ser llevadas a cabo las relaciones sociales”. (5)

			Con el Estado moderno y la separación de poderes, la tarea del poder judicial consistía en la verificación de la ausencia de extralimitación del ejecutivo y legislativo en sus competencias. 

			Sin embargo, al contrario de la actualidad, los funcionarios judiciales no podían evaluar el contenido de las acciones de los otros poderes ni su procedencia u oportunidad porque eran competencias de los poderes políticos elegidos por la voluntad soberana del pueblo. 

			La función primigenia del Poder Judicial era, entonces, preservar el sistema democrático cuando los otros poderes actuasen en contra de la ley. Esta competencia reducida se justifica en la entronización de la ley como producto del parlamento que, a su vez, reflejaba la voluntad popular.

			Nuestra constitución es la ley máxima de la nación. Está hecha a imagen y semejanza del modelo estadounidense y al amparo de lo que se denominó el constitucionalismo liberal, matriz del orden jurídico inicial que signó la conformación del Estado argentino a mediados del siglo XIX. De hecho, nuestra ley fundamental es del año 1853.

			Ningún suceso o acontecimiento histórico está sustraído del contexto vigente al momento de su acaecimiento ni divorciado de las condiciones históricas y contingentes que lo gestaron.

			Para lograr los propósitos considerados bienes jurídicos indispensables en el sistema de principios, valores y normas, es necesario —tanto hoy como ayer— contar con una estructura estatal.

			El preámbulo de la Constitución inscribe esos fines, objetivos o propósitos:

			“Nos los representantes del pueblo de la Nación Argentina, reunidos en Congreso General Constituyente por voluntad y elección de las provincias que la componen, en cumplimiento de pactos preexistentes, con el objeto de constituir la unión nacional, afianzar la justicia, consolidar la paz interior, proveer a la defensa común, promover el bienestar general, y asegurar los beneficios de la libertad, para nosotros, para nuestra posteridad, y para todos los hombres del mundo que quieran habitar en el suelo argentino: invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia: ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución, para la Nación Argentina.”

			Pensar de este modo el preámbulo, la carta de presentación, justificación e intención de la organización jurídica de la nación que redacta los postulados necesarios para convivir y que muestra los lineamientos filosóficos de una sociedad, nos abre la puerta a descubrir y advertir la posibilidad de cambiar esa ley fundante, porque las sociedades mutan en sus modos y formas.

			No es una verdad aceptada. De modo recurrente se pone en evidencia la conclusión tácita que expresa la imposibilidad de modificar la Constitución nacional. Hay una especie de temor reverencial a la reforma constitucional, ya sea total o parcial, como si se trataran de dogmas invariables y eternos, al igual que los que sostienen las creencias religiosas. 

			Sin embargo, la Constitución nacional es la norma inicial y de mayor jerarquía que rige las conductas externas y no los pensamientos ni el fuero interno de las personas individualmente consideradas. En esta línea, no se trata de una norma estática de imposible modificación, sino de un texto que requiere mayorías calificadas para ser modificado, tal como lo dispone el art. 30:

			“La Constitución puede reformarse en el todo o en cualquiera de sus partes. La necesidad de reforma debe ser declarada por el Congreso con el voto de dos terceras partes, al menos, de sus miembros; pero no se efectuará sino por una Convención convocada al efecto.”

			Es decir, es necesario que el congreso dicte una ley declarando la necesidad de reforma constitucional, fin para el cual se conforma la convencional constituyente, en respeto de la parte final del artículo 30 citado.

			Nuestra Constitución nacional original tuvo como antecedente el acuerdo de San Nicolás firmado el 31 de mayo de 1852, cuyo objetivo fue sentar las bases de la organización nacional, finalidad que requería sin dudas la sanción de una constitución política. Este acuerdo es uno de los “pactos preexistentes” que menciona el preámbulo de la Constitución Nacional.

			Así, en la provincia de Santa Fe un 1° de mayo de 1853, los representantes de trece provincias —sin Buenos Aires— sancionaron la primera Constitución Nacional.

			El 23 de septiembre de 1860 esa ley fundamental sufrió una reforma inicial como consecuencia de la incorporación del entonces Estado de Buenos Aires a la Confederación Argentina y la firma del Pacto de San José de Flores, que permitió a la primera proponer reformas a la constitución de 1853. Consistió, en líneas generales, en el afianzamiento de las autonomías provinciales.

			Por ejemplo, se agregó el artículo 33, que establece los llamados “derechos implícitos o no enumerados” pero que nacen de los principios que consagran la soberanía del pueblo o el sistema republicano de gobierno.

			Introduce el art. 34, que impide a los jueces de las cortes federales integrar al mismo tiempo un tribunal provincial. Además, agrega al inciso 12 del actual artículo 75 (atribuciones del Congreso nacional) que los códigos civil, comercial, trabajo, seguridad social, penal y minería sean dictados por el parlamento nacional.

			Luego, en 1866 se reformó nuevamente la ley fundamental con el propósito de nacionalizar las aduanas y establecer la atribución exclusiva del congreso nacional para fijar impuestos a las exportaciones. Con las consecuencias de la guerra de la Triple Alianza, era necesario preservar esa fuente económica de ingresos del país.

			En 1898 se realizó la tercera reforma constitucional, cuyos objetivos fueron atenuar el carácter presidencialista del sistema de gobierno incrementando el número de ministros y aumentar la representación popular del parlamento en atención al crecimiento poblacional acaecido desde la sanción de la constitución original de 1853.

			En 1949 el texto constitucional fue modificado a la luz del constitucionalismo social del siglo XX, que sustituyó el individualismo por la preeminencia del bienestar general, así como el reconocimiento de la igualdad real (considerando la situación económica, social, educativa, cultura, territorial, etc., de cada sujeto), abandonando el paradigma de la igualdad formal entendida como aquella que prescinde de las condiciones previas de la persona. Ello a través del principio de la justicia social. 

			La reforma del año 49 modificó el preámbulo, otorgó relevancia a la cultura nacional, incorporó los derechos sociales, laborales y de la ancianidad, preservó los recursos naturales y estableció la función social de la propiedad, la rentabilidad y actividad empresarial.

			En 1956 el gobierno de facto del General Aramburu emitió una proclama que declaró la vigencia de la constitución original con sus modificaciones de 1860, 1866 y 1898 y derogó la constitución social de 1949.

			En 1957 se incorporó el art. 14 bis, que consagra una parte ínfima de los derechos sociales y laborales excluidos con la derogación constitucional mencionada, y se convalidó la fulminación de la reforma del 49.

			Por último, en 1994 —a través del consenso de las fuerzas políticas mayoritarias— con un Núcleo de Coincidencias Básicas, la Constitución Nacional sufrió su última reforma. 

			En ella se incluyó: 

			> Reducción del mandato presidencial de 6 a 4 años y de 9 a 6 años el de senador/a.

			> Incorporación de la consulta e iniciativa popular.

			> Consagración de los derechos del consumidor y usuario.

			> Inclusión de la acción de amparo.

			> Creación del Consejo de la Magistratura, Auditoría General de la Nación, Defensor del Pueblo, Jefe de Gabinete de Ministros.

			> Constitucionalización del Ministerio Público Fiscal.

			> Permitió al Congreso la delegación de facultades legislativas en el Poder Ejecutivo en caso de emergencia.

			> Introdujo los Decretos de Necesidad y Urgencia para circunstancias excepcionales que tornan imposible el trámite legislativo ordinario, con excepción de materia penal, tributaria, electoral o relativa al régimen de los partidos políticos. 

			> Incluyó el balotaje en las elecciones presidenciales.

			> Establecimiento de la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires.

			> Constitucionalización del sufragio universal, secreto y obligatorio.

			> Introducción del principio de igualdad de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso de cargos electivos. 

			> Establecimiento de los partidos políticos como instituciones fundamentales del sistema democrático.

			> Inserción de un derecho a un ambiente sano.

			> Declaración de preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas.

			> Imposición del dictado de medidas de acción positiva al congreso con el fin de garantizar la aplicación real de los derechos constitucionales, en particular para niños, mujeres, ancianos y personas con discapacidad.

			> Inclusión del sistema internacional de derechos humanos con la incorporación de once tratados internacionales de esa índole, otorgándoles jerarquía constitucional (Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, Declaración Universal de Derechos Humanos, Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, Convención sobre la > Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes, Convención sobre los Derechos del Niño). La misma reforma autorizó al parlamento a incluir otros tratados internacionales de derechos humanos a través de la aprobación de dos tercios de los miembros totales de ambas cámaras. A través de este mecanismo se otorgó raigambre constitucional a la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad y Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

			> Elección de los jueces de la Corte Suprema con acuerdo de la mayoría absoluta del Senado.

			> Consagración del derecho de propiedad de las provincias respecto de los recursos naturales existentes en su territorio.

			> Instauración de la autonomía universitaria, la gratuidad y equidad de la educación pública superior.

			> Constitucionalización del principio de justicia social.

			> Ratificación de la soberanía sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur y estableció su recuperación como objetivo permanente e irrenunciable del pueblo argentino.

			En síntesis, las sucesivas y diversas reformas constitucionales demuestran la recepción en esa norma fundamental de nuevos derechos, conquistados por la sociedad en su devenir con la firme convicción de la necesaria protección del Estado.

			Los derechos fueron, previo a su consagración, conductas contrarias o simplemente no tuteladas por la ley. 

			Sin embargo, existe una idea enquistada en el inconsciente colectivo de la sociedad relativa a la invariabilidad de las normas, como si se trataran de textos sagrados.

			El texto sagrado presenta normas inmodificables, eternas y universales. Por el contrario, el derecho está compuesto por normas susceptibles de cambio porque es su fin, en ocasiones desconocido, el que resulta inmodificable: la paz igualitaria en la convivencia social y la dignidad en el desarrollo de la vida personal y colectiva.

			El derecho, en cualquier disciplina, procura evitar la cosificación de las personas, vale decir, que no sean reducidas a entes mercantilizados. Así, la concepción imperante respecto de la invariabilidad del derecho resulta del ocultamiento de su fin último. Por ejemplo, la convivencia colectiva a ser regulada por el derecho con el objetivo de asegurar la paz es cambiante en su devenir. Las formas convivenciales no son iguales ni similares a las de hace ciento setenta años, cuando se sancionó la primera constitución nacional. Tampoco lo son la tecnología o las cosas materiales por regular a fin de lograr el fin del derecho.

			En síntesis, las normas deben seguir y proteger las conductas y sus modificaciones y no viceversa. Por supuesto que existen conductas, acciones u omisiones que repelen la vida, la salud, la dignidad humana, valores jurídicos fundamentales que se encuentran protegidos por principios generales del derecho y por las normas, y que no tendrán tutela legal, pero sí ante la transformación social el modo de preservación de esos derechos (vida, salud, integridad física, intimidad, dignidad, etc.) requiere adaptaciones.

			Por otra parte, y a modo de ejemplo, hay principios constitucionales, como el principio de progresividad en la adquisición de derechos, que impide la consagración de normas que perforen o reduzcan las conquistas existentes. 

			El estándar mínimo de la progresividad de derechos es la irregresividad, es decir, ante un escenario de imposibilidad de incorporación de nuevos derechos, las modificaciones legales no deben importar, al menos, disminución o derogación de estos.

			Entonces, la modificación, la derogación o el dictado de nuevas normas deben respetar un conjunto de principios generales del derecho que están destinados a cumplir su finalidad y a preservar la dignidad humana. 

			No se trata de una especie de maleabilidad caprichosa del sistema jurídico ni a su desconocimiento, sino a la aprehensión del derecho en cuanto herramienta para obtener un propósito. Ese objetivo —u objetivos— están en el preámbulo, en la primera parte de la Constitución nacional, llamada “dogmática” (porque consagra los derechos y garantías fundamentales), y son compartidos por las normas internacionales (tratados internacionales o convenios). 

			En esa parte dogmática, que se inicia en el artículo primero y culmina en el artículo 43, se enuncian el repertorio de derechos y garantías estructurales del Estado de derecho; por ejemplo, el sistema representativo, republicano y federal de gobierno, el derecho a trabajar y ejercer cualquier industria lícita, la libertad de tránsito, la igualdad ante la ley, la libertad de prensa, el derecho de propiedad, la participación en las ganancias de las empresa siendo trabajador dependiente, la jornada de trabajo limitada, la inviolabilidad de la propiedad privada y del domicilio, el derecho a un debido proceso, a ser juzgado por una ley anterior al hecho que se imputa y el derecho a un ambiente sano, entre otros. 

			En esta línea, ese instrumento expresado en el derecho debe ajustarse, modificarse y adaptarse para lograr los mismos propósitos: afianzar la justicia, promover el bienestar general, consolidar la paz interior y asegurar los beneficios de la libertad para la totalidad de la ciudadanía actual y la posteridad.

			Vaya objetivo y desafío.

			Sucede que el cumplimiento de esos fines no depende del derecho, sino también de la implementación de políticas provenientes de los otros poderes del Estado y, por sobre todas las cosas, de la voz de las mayorías y el escrutinio ciudadano que apruebe el resultado de esa gestión y el cumplimiento de esos objetivos.

			En resumen, para terminar con la tendenciosa romantización de la gratuidad; todos los derechos se financian, y tienen impacto económico, pero es la razón de ser y la finalidad del Estado procurarlos.

			Sacrificar unos en pos de otros obedece a un sesgo ideológico muchas veces inconfesable, oculto tras la apariencia de objetividad o inevitabilidad.

			La prevalencia oculta de la perspectiva económica por sobre la social es una expresión ideológica de los intereses que obtienen beneficios con esa preeminencia. Esa preeminencia es efecto de la entronización solapada de la economía por sobre otras dimensiones de la vida social. Me explico: el “déficit” económico que genera el financiamiento de los derechos no tiene más importancia “natural” que la efectivización de esos derechos porque es la razón del Estado y su finalidad. Participan de este ejemplo la salud y la educación pública.

			No puede divorciarse el derecho de la realidad y la realidad de la existencia de distintos intereses objetivos —contrapuestos o cooperativos— y conflictos.

			Pongamos un ejemplo concreto de la actualidad. 

			El artículo 14 bis de la CN asegura la percepción de una remuneración justa, que implica que, a través del salario, puedan ejercerse y gozarse otros derechos constitucionales, como por ejemplo vivienda digna, esparcimiento, educación, etc. Este derecho a una remuneración justa también está garantizado en convenios y tratados internacionales, pero para que no sea letra muerta o un bello poema son los otros poderes del Estado los que deben implementar políticas destinadas a la materialización de ese derecho.

			Lo mismo sucede con el acceso a una vivienda digna, derecho también contenido en el repertorio del art. 14 bis de la CN. Esto involucra el aseguramiento por parte de los otros poderes políticos de un alquiler accesible o el otorgamiento de créditos hipotecarios acordes a la remuneración percibida para obtener una vivienda. Quien niegue, entonces, la vinculación entre la efectivización y el goce de los derechos con la política económica, social e igualdad de oportunidades acompaña el pensamiento generalizado del derecho como una mera declaración de buenas intenciones.

			Pero hay un peldaño más que no podemos soslayar: quien no conoce sus derechos no puede defenderlos. Y ese conocimiento, como dijimos, no es complejo.

			Esta aclaración es indispensable. En ocasiones nos encontramos discutiendo una seudoimposibilidad de reformar este instrumento legal como una suerte de piedra filosofal invariable. Hay una idea velada en el inconsciente colectivo que asimila la ley fundamental a una norma sagrada proveniente de autoridad divina. De esta forma, solo cabe ajustarse acrítica y automáticamente a dogmas sin contemplar el cumplimiento de los fines del preámbulo.
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LA LUCHA POR EL DERECHO

En los dltimos afios, diversas encuestas reflejan el descrédito y la ausencia
de legitimacion social que sufre el accionar del Poder Judicial en nuestro
pais. Teniendo en cuenta estos resultados, ;a quién le habla y a favor de
qué sector actla este poder del Estado? ;Con qué sector o sectores tiene
legitimidad? ;La ley que aplica es un resultado de dogmas invisibles o un
producto social? En definitiva, ;quién le cree a la Justicia?






